ACCIÓN DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA 

RADICACIÓN  66001 22 04 003 2019 00089 00

ACCIONANTE: JOSÉ FERNANDO MEJÍA DÍAZ 

ACCIONADA: JUZGADO 2º PENAL DEL CIRCUITO Y OTROS
ASUNTO: CONCEDE AMPARO

siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
HABEAS DATA / DIFERENCIAS CON EL DERECHO AL BUEN NOMBRE / ÉSTE SE AFECTA SI LA INFORMACIÓN QUE APARECE EN LAS BASES DE DATOS NO ES CIERTA Y VERAZ / REGISTRO DE ACTUACIONES EN EL APLICATIVO “JUSTICIA SIGLO XXI” / DEBE CUMPLIR ESOS REQUISITOS Y ESTAR ACTUALIZADO / DERECHO AL OLVIDO.
La Constitución Política de 1991, en su artículo 15, consagra los derechos fundamentales al buen nombre y al hábeas data, los cuales, si bien tienen una estrecha relación, poseen rasgos específicos que los diferencia, de tal suerte que la vulneración de alguno de ellos no siempre supone el quebrantamiento del otro…

Así mismo, la jurisprudencia de la  Corte Constitucional ha escindido el núcleo de protección de tales derechos en los siguientes términos:

“Debe decirse que en lo relativo al manejo de la información, la protección del derecho al buen nombre se circunscribe a que dicha información sea cierta y veraz, esto es, que los datos contenidos en ella no sean falsos ni erróneos. Por su parte, la garantía del derecho a la intimidad hace referencia a que la información no toque aspectos que pertenecen al ámbito de privacidad mínimo que tiene la persona y que sólo a ella interesa. Finalmente, el derecho al habeas data salvaguarda lo relacionado con el conocimiento, actualización y rectificación de la información contenida en los mencionados bancos de datos” (…)
Por consiguiente, no constituye menoscabo del derecho al buen nombre, el hecho de consignar en bases de datos o de difundir en medios de información actuaciones imputables a la persona que menoscaban la imagen que ha construido en la sociedad, siempre que tal información atienda a la realidad y goce de veracidad suficiente para no ser censurada. (…)
En cuando al “derecho al olvido” lo ha traducido la Corte Constitucional como: “la imposibilidad de que informaciones negativas acerca de una persona tengan vocación de perennidad, razón por la cual, después de algún tiempo, deben desaparecer totalmente del banco de datos respectivo. (…)
De conformidad con el material probatorio que se encuentra en el expediente y con fundamento en la jurisprudencia y normas a las que se hicieron alusión, esta Sala concluye que le asiste la razón al accionante en el entendido de que no existe orden de captura vigente en su contra con relación al proceso No. 660013104002200300266, de tal manera, que tiene derecho a que sea corregida y actualizada la información que reposa en la base de datos de la Rama Judicial, pues en las anotaciones del proceso no se advierte que se hubiera registrado la cancelación de dicha orden de captura, ni obra un dato con relación a tal actuación en la constancia que expidió el juzgado de conocimiento.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, veintiséis (26) de junio de dos mil diecinueve (2019)
Aprobado por Acta No.0589
Hora: 2:40 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por el señor José Fernando Mejía Díaz en contra de los Juzgados 2º Penal del Circuito de Conocimiento y 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, ambos de Pereira, por considerar vulnerados los derechos fundamentales a la dignidad humana,  buen nombre, habeas data y el principio de la veracidad.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. El señor José Fernando Mejía Díaz informó que dentro del proceso que se siguió en su contra por el delito de hurto agravado, fue condenado el 2 de mayo de 2006 el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira.  El 14 de junio de 2014, el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad le notificó el contenido del auto por medio del cual declaró la extinción de la condena impuesta.   

El actor indicó que en la página de la Rama Judicial cualquier persona puede acceder, sin restricción alguna, a la información que los juzgados antes referidos registran sobre su proceso, situación que le ha impedido acceder a un trabajo como conductor de mulas de transporte de carga, lo que vulnera sus derechos fundamentales al trabajo, intimidad, honra, habeas data por cuanto en dicha página aparece registrado que tiene una orden de captura vigente.

El accionante informó que el 3 de mayo de 2019, dirigió un derecho de petición al Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, para que le cancelaran la orden de captura por los perjuicios que le han causado “por continuar abierto dicho expediente” (sic),  pero allí no se lo quisieron recibir con el argumento de que debía correr traslado del mismo al Juzgado 2º Penal del Circuito de esta ciudad. Al respecto, le fue expedida una constancia en donde señalan de forma extensa y detallada lo sucedido dentro de su proceso, en donde se indican las multas o los perjuicios causados al denunciante.

El señor Mejía Díaz consideró que se la ha causado un  perjuicio, ya que cada vez que solicita un trabajo como conductor se lo niegan cuando presenta ante cualquier empresa el historial (constancia) de su proceso, por lo tanto, consideró que está siendo doblemente sentenciado al haberse equivocado una vez en su vida.

En el acápite de pretensiones, solicitó: i) ordenar a los Juzgados 2º Penal del Circuito de Conocimiento y 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, ambos de Pereira, que actualicen las páginas de los  expedientes y consecuentemente cierren o restrinjan el acceso a los mismo para que no puedan ser visualizados por el público en general; ii) ordenar a dichos juzgados que vuelvan a generar una constancia sucinta donde solo se diga que dentro del proceso radicado al No. 660013104002200300266 en contra del señor José Fernando Mejía Díaz, identificado con la cédula de ciudadanía No.18.510.254 de Dosquebradas, ya no se le requiere porque hubo extinción de la sanción penal y iii) instar al Juzgado 2º Penal del Circuito de esta ciudad para que en adelante no continúe vulnerando los derechos de las personas y menos el de la resocialización (Fls. 1-6).

2.2. El actor allegó copia de los documentos a los que hizo referencia en la demanda de tutela (Fls. 6-13).

2.3. Mediante auto del 12 de junio de 2019, se avocó el conocimiento de la presente demanda de amparo, se ordenó correr traslado de la misma a las autoridades accionadas y se dispuso vincular al trámite a la Policía Nacional – Dirección de Investigación Criminal e Interpol DIJIN de Bogotá (Fl. 16).

3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. JUZGADO 2º PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA

Su titular informó que en ese despacho se tramitó el proceso radicado bajo el No. 660013104002200300266 en contra del señor José Fernando Mejía Díaz por el delito de hurto calificado, el cual culminó con sentencia condenatoria el 2 de mayo de 2006, la que quedó legalmente ejecutoriada el 29 de agosto de 2008.

Señaló que la información que obra en la página de la Rama Judicial y la constancia emitida el 10 de mayo de esta anualidad, por solicitud del interesado, no constituye trasgresión alguna a sus derechos fundamentales, toda vez que la primera fue cargada por una entidad ajena a esa célula judicial y por lo tanto, no puede ser eliminada; y la segunda, por cuanto es la constancia que se expide a todos los ciudadanos en contra de los cuales se ha adelantado algún proceso penal y contiene la información estrictamente necesaria del mismo.

Consideró que la acción de tutela es improcedente y por lo tanto, solicitó que se niegue (Fl. 23).

3.1.1. Posteriormente, la Secretaria del Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira allegó una copia de la orden de captura No. 0565053 a nombre del señor José Fernando Mejía Díaz (Fl. 36).

3.2.  JUZGADO 3º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA

Su titular informó que conoció de la vigilancia de la pena impuesta al accionante por el delito de hurto calificado impuesta por el Juzgado 2º Penal del Circuito de esta ciudad el 2 de mayo de 2006, por lo que al actor le fue concedida la prisión domiciliaria por ser padre cabeza de familia y el 30 de noviembre de 2010 se le dio la libertad condicional.  El 10 de junio de 2011, se declaró la extinción de la sanción impuesta al señor Mejía Díaz y el 13 de enero de 2012, se remitieron las diligencias al juzgado fallador.

Consideró que la inconformidad del actor surge de la información que reposa en el Sistema de Información de Gestión de Manejo Documental (Justicia Siglo XXI),  el cual fue implementado por el Consejo Superior de la Judicatura mediante el Acuerdo 1591 del 24 de octubre de 2002, el cual tiene como directrices el mantener actualizados los datos de los procesos que se tengan a cargo, no solo para los despachos encargados de vigilar las sanciones, sino para todas las áreas.  De tal manera, que no le compete a ese juzgado decidir si se actualiza o no la información y mucho menos que no se haga pública, toda vez que este es un medio de consulta al que se ingresa a través de la página de la Rama Judicial.  Por lo tanto, no se ha vulnerado derecho fundamental al actor y en tal virtud, solicitó que la acción de tutela se declare improcedente (Fl. 24).

Allegó copias del auto que resolvió declarar la extinción de la sanción penal impuesta al señor Mejía Díaz, de los oficios dirigidos a las autoridades pertinentes sobre tal decisión; de los datos del proceso del accionante que aparecen anotados en la página de la Rama Judicial y del Acuerdo No.1591 de 2002 (Fls. 25-33).

3.3. DIRECCIÓN DE INVESTIGACIÓN CRIMINAL E INTERPOL DE LA POLICÍA NACIONAL- SECCIONAL PEREIRA

Informó que analizada la petición del accionante,  pudo observar que el señor Mejía Díaz es claro y preciso en que la presunta afectación  a sus derechos fundamentales es por la información contenida en la página web de la Rama Judicial https://www.ramajudicial.gov.co/web/ciudadanos, ya que en esta es donde se encuentran los datos de los procesos judiciales que han sido  adelantados en su contra y no por la información contenida en el sistema de Antecedentes de la Policía Nacional, ya que al consultar el cupo numérico de la cédula de ciudadanía No.18.510.254 del actor, este no registra orden de captura vigente como aduce en su escrito, constancia de antecedentes que puede ser consultada y descargada su respectiva a través de la página web www.policia.gov.co en el link  “ASUNTOS PENDIENTES CON LAS AUTORIDADES JUDICIALES”, lo cual va dirigido a aquellas personas que no registran antecedentes y para quienes la autoridad judicial competente haya decretado la extinción de la condena o prescripción de la misma, según la Sentencia  SU-458 del 21 de junio de 2012.
Por lo anterior, solicitó que se desvincule a esa dependencia de la presente acción constitucional, habida cuenta que la información que actualmente administran sobre antecedentes penales y registros delincuenciales, no se encuentra  afectando los derechos fundamentales del señor Mejía Díaz (Fl. 34 y 35).
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA
4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amen7azado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.
4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.
4.3 Problema jurídico y solución al caso en concreto
4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si las autoridades accionadas y vinculadas vulneraron los derechos fundamentales invocados por el señor José Fernando Mejía Díaz por el hecho de que en las bases de datos de la Rama Judicial registra que el mismo tiene vigente una orden de captura en su contra.

4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.5.  La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

4.6. Requisitos generales de la demanda de tutela, según la jurisprudencia de la Corte Constitucional
:

4.6.1. De la trascendencia iusfundamental del asunto 
 
“En cuanto a este presupuesto de procedibilidad, la Corte ha señalado que se cumple cuando se demuestra que el caso involucra algún debate jurídico que gira en torno al contenido, alcance y goce de cualquier derecho fundamental.” 

4.6.2. Subsidiariedad
 
La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. “La subsidiariedad implica agotar previamente los medios de defensa legalmente disponibles al efecto, pues la acción de tutela no puede desplazar los mecanismos judiciales previstos en la regulación ordinaria.”
4.6.3.  Inmediatez
La jurisprudencia ha considerado que debe existir un término razonable, posterior a la ocurrencia de los hechos para que los ciudadanos recurran a la tutela como mecanismo para garantizar la protección inmediata de sus derechos fundamentales.  
4.7.  De acuerdo con lo acabado de relacionar, esta Sala encuentra que  el asunto puesto en conocimiento es de relevancia constitucional, se dan los requisitos de procedencia de la acción constitucional, toda vez que el actor no cuenta con otro mecanismo judicial diferente para que sea cancelado el registro en la base de datos de la Rama Judicial  con relación a la orden de captura que le aparece como vigente.  De tal manera, que se pasará a estudiar el caso en concreto. 
4.8. La Constitución Política de 1991, en su artículo 15, consagra los derechos fundamentales al buen nombre y al hábeas data, los cuales, si bien tienen una estrecha relación, poseen rasgos específicos que los diferencia, de tal suerte que la vulneración de alguno de ellos no siempre supone el quebrantamiento del otro. Al respecto, la Corte Constitucional señaló que:  “el habeas data ha sido reconocido  como un derecho fundamental autónomo, que además sirve como una garantía para la realización de otros derechos igualmente importantes, tales como la intimidad, el buen nombre y el libre desarrollo de la personalidad. Lo anterior, teniendo en cuenta que el objeto de protección de este derecho recae sobre información personal contenida en bases de datos que son administradas por entidades privadas y públicas. A pesar de que la jurisprudencia de la Corte ha sido disímil respecto a qué tipo de información es susceptible de ser conocida, actualizada y rectificada, después del 2002, esta Corporación reconoció que el derecho de información comprende cualquier tipo de datos susceptibles de difusión y que sea considerada como información personal”

4.8.1. Así mismo, la jurisprudencia de la  Corte Constitucional ha escindido el núcleo de protección de tales derechos en los siguientes términos: 

“Debe decirse que en lo relativo al manejo de la información, la protección del derecho al buen nombre se circunscribe a que dicha información sea cierta y veraz, esto es, que los datos contenidos en ella no sean falsos ni erróneos. Por su parte, la garantía del derecho a la intimidad hace referencia a que la información no toque aspectos que pertenecen al ámbito de privacidad mínimo que tiene la persona y que sólo a ella interesa. Finalmente, el derecho al habeas data salvaguarda lo relacionado con el conocimiento, actualización y rectificación de la información contenida en los mencionados bancos de datos”
 (Subrayado fuera de texto)

El derecho al buen nombre puede definirse como la reputación o fama de una persona, esto es, como el concepto que el conglomerado social se forma de ella. Así, constituye un derecho de raigambre fundamental y un elemento valioso dentro del patrimonio moral y social, a la vez que es un factor intrínseco de la dignidad humana. Respecto de él, la jurisprudencia de esta Corporación ha precisado que el derecho al buen nombre se encuentra ligado a los actos que realice una persona, de manera que a través de éstos, el conglomerado social se forma un juicio de valor sobre la real dimensión de bondades, virtudes y defectos del individuo”
. 
Tal derecho se estima vulnerado “cuando se difunde información falsa o errónea sobre las personas, de tal suerte que se distorsione la imagen que éstas tiene ante la sociedad en su diferentes esferas generando perjuicios de orden moral o patrimonial”
. En otras palabras, puede verse afectado el derecho al buen nombre cuando sin justificación o fundamento se propagan entre el público informaciones falsas o erróneas que no corresponden al concepto que se tiene del individuo, generando desconfianza y desprestigio que lo afectan en su entorno social. 

Por consiguiente, no constituye menoscabo del derecho al buen nombre, el hecho de consignar en bases de datos o de difundir en medios de información actuaciones imputables a la persona que menoscaban la imagen que ha construido en la sociedad, siempre que tal información atienda a la realidad y goce de veracidad suficiente para no ser censurada. En cambio, si puede ser motivo de reparo la divulgación o difusión de información falsa e inexacta. La Corte en Sentencia T-684 de 2006, frente a este último punto ha dicho que el titular de la información tiene la posibilidad de exigir “(i) que el contenido de la información almacenada sea veraz; (ii) que se aclare la información que por su redacción ambigua, pueda dar lugar a interpretaciones equívocas y (iii) que los datos puestos a disposición de la base de datos hayan sido obtenidos legalmente y su publicación se haga mediante canales que no lesionen otros derechos fundamentales, entre otras exigencias”. 
4.8.2. En cuando al “derecho al olvido” lo ha traducido la Corte Constitucional como: “la imposibilidad de que informaciones negativas acerca de una persona tengan vocación de perennidad, razón por la cual, después de algún tiempo, deben desaparecer totalmente del banco de datos respectivo. De ahí que, este derecho, también conocido como el principio de la caducidad del dato negativo, haya sido entendido como aquel derecho que tiene el titular de la información, a que por el paso del tiempo, se eliminen los datos negativos que reposen en las centrales de riesgo. El desarrollo jurisprudencial del derecho al olvido se vincula en un inicio al tratamiento de la información negativa referente a las actividades crediticias y financieras. No obstante, la Corte en virtud de lo dispuesto en el artículo 15 Superior, ha reconocido que este derecho es aplicable también a los datos negativos relacionados con otras actividades, que se hayan recogido en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas, ello teniendo en cuenta que la norma constitucional del habeas data no plantea excepción alguna al respecto.”

4.8.3.  Y en la Sentencia SU-458 de 2012, la Corte Constitucional señaló que la facultad de supresión, como parte integrante del habeas data, tiene una doble faz. Funciona de manera diferente frente a los distintos momentos de la administración de información personal, así:

“En una primera faceta es posible ejercer la facultad de supresión con el objeto de hacer desaparecer por completo de la base de datos, la información personal respectiva. Caso en el cual la información debe ser suprimida completamente y será imposible mantenerla o circularla, ni siquiera de forma restringida (esta es la idea original del llamado derecho al olvido).    En una segunda faceta, la facultad de supresión puede ser ejercitada con el objeto de hacer desaparecer la información que está sometida a circulación. Caso en el cual la información se suprime solo parcialmente, lo que implica todavía la posibilidad de almacenarla y de circularla, pero de forma especialmente restringida. 

Esta segunda modalidad de supresión es una alternativa para conciliar varios elementos normativos que concurren en el caso de la administración de información personal sobre antecedentes penales.   Por un lado, la supresión total de los antecedentes penales es imposible constitucional y legalmente. Ya lo vimos al referir el caso de las inhabilidades intemporales de carácter constitucional, las especiales funciones que en materia penal cumple la administración de esta información personal, así como sus usos legítimos en materia de inteligencia, ejecución de la ley y control migratorio.   En estos casos, la finalidad de la administración de esta información es constitucional y su uso, para esas específicas finalidades, está protegido además por el propio régimen del habeas data. Sin embargo, cuando la administración de la información personal relacionada con antecedentes pierde conexión con tales finalidades deja de ser necesaria para la cumplida ejecución de las mismas, y no reporta una clara utilidad constitucional; por tanto, el interés protegido en su administración pierde vigor frente al interés del titular de tal información personal. En tales casos, la circulación indiscriminada de la información, desligada de fines constitucionales precisos, con el agravante de consistir en información negativa, y con el potencial que detenta para engendrar discriminación y limitaciones no orgánicas a las libertades, habilita al sujeto concernido para que en ejercicio de su derecho al habeas data solicite la supresión relativa de la misma”   (Subrayas propias)
4.9.  DEL CASO EN CONCRETO

4.9.1. En el caso sub examine, observa la Sala que  el accionante allegó con la demanda de tutela los siguientes documentos:

· Anotaciones del proceso radicado bajo el No.660013104002200300266 por parte de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad (Fl. 7) y en el ítem de la situación jurídica actual  a nombre del señor José Fernando Mejía Díaz registra “orden de captura vigente” (Fl. 8)

· Telegrama expedido por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por medio del cual informó al accionante que por auto 838 del 14 de junio de 2011 se había declarado la extinción penal dentro del proceso radicado No.13833-09 (Fl. 10).

· Derecho de petición dirigido a los juzgados accionados con fecha del 23 de abril de 2019, con fecha de recibido el 3 de mayo de 2019 en el Juzgado 2º Penal del Circuito de Conocimiento (Fl.11).

· Constancia expedida por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira con respecto al proceso No.660013104002200300266, por el delito de hurto agravado, en la que certifica, entre otros, que el señor Mejía Díaz no es requerido (Fl. 12).

4.9.2.  Ahora bien, de las respuestas emitidas por las diferentes autoridades accionadas y vinculadas al presente trámite, se pudo establecer que en contra del señor José Fernando Mejía Díaz, identificado con la cédula de ciudadanía No.18.510.254 (Fl. 13), se le adelantó un proceso por la conducta punible de hurto agravado, bajo el No.660013104002200300266 y que se declaró la extinción de la pena impuesta mediante auto del 14 de junio de 2011 (Fl.25).  Que una vez el proceso fue recibido en el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, se hicieron las anotaciones pertinentes hasta su extinción (Fl. 30), situación última que fue dada a conocer a las autoridades respectivas (Registraduría, SIAN, D.A.S., Procuraduría), lo que se desprende de los folios 26 al 29.
4.9.3. Los artículos 74 y 228 de la Constitución Nacional establecen respectivamente que “todas las personas tienen derecho a acceder a los documentos públicos”, y que las actuaciones que se deriven del ejercicio de la administración de justicia, “serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley (…)”. De igual manera, el artículo 64 de la Ley 270 de 1996 “Ley Estatutaria de la Administración de Justica” dispone lo siguiente: 

“(…) Por razones de pedagogía jurídica, los funcionarios de la rama judicial podrán informar sobre el contenido y alcance de las decisiones judiciales. Tratándose de corporaciones judiciales, las decisiones serán divulgadas por conducto de sus presidentes.

Las decisiones en firme podrán ser consultadas en las oficinas abiertas al público que existan en cada corporación para tal efecto o en las secretarías de los demás despachos judiciales, salvo que exista reserva legal sobre ellas. Toda persona tiene derecho a acceder a los archivos que contengan las providencias judiciales y a obtener copia, fotocopia o reproducción exacta por cualquier medio técnico adecuado, las cuales deberán expedirse, a costa del interesado”.  (Subrayas propias)
4.9.4.  Por su parte, la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información Pública Nacional, Ley 1712 de 2014, en su artículo 2 establece “(…) toda información en posesión, bajo control o custodia de un sujeto obligado es pública y no podrá ser reservada o limitada sino por disposición constitucional o legal, de conformidad con la presente ley”.
4.9.5. Ahora bien, obra en la foliatura copia de la orden de captura No.0565053 expedida por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira en contra del señor José Fernando Mejía Díaz, por el delito de hurto agravado, dentro del proceso radicado al No.660013104002200300266 y cancelada por ese mismo despacho el 16 de marzo de 2010  (Fl. 36).

4.9.6. De conformidad con el material probatorio que se encuentra en el expediente y con fundamento en la jurisprudencia y normas a las que se hicieron alusión, esta Sala concluye que le asiste la razón al accionante en el entendido de que no existe orden de captura vigente en su contra con relación al proceso No. 660013104002200300266, de tal manera, que tiene derecho a que sea corregida y actualizada la información que reposa en la base de datos de la Rama Judicial, pues en las anotaciones del proceso no se advierte que se hubiera registrado la cancelación de dicha orden de captura, ni obra un dato con relación a tal actuación en la constancia que expidió el juzgado de conocimiento.
4.9.7. Por lo anterior, en este asunto específico los datos y/o la información objeto de reproche, se circunscribe a aquella que reposa en las bases de datos del Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, como consecuencia de haber sido ese Despacho el que conoció de la vigilancia de la pena impuesta al actor y por haber expedido y cancelado la orden de captura No.0565053, sin que hubiera hecho la anotación correspondiente de esa novedad, de modo que se afectan sus derechos de reinserción social, al olvido y a la caducidad del dato negativo que “se traduce en la imposibilidad de que informaciones negativas acerca de una persona tengan vocación de perennidad, razón por la cual, después de algún tiempo, deben desaparecer totalmente del banco de datos respectivo”
, toda vez que el accionante le aparece la anotación en el ítem “SITUACIÓN JURÍDICA ACTUAL”  “ORDEN DE CAPTURA VIGENTE”, ya que se trata de la exposición de información que podría causarle perjuicios.
4.9.8.  De conformidad con lo anterior, esta Colegiatura tutelará los derechos fundamentales al habeas data y buen nombre al señor José Fernando Mejía Díaz  y en consecuencia, ordenará al Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que realice los trámites necesarios con el fin de actualizar y corregir la información relacionada con que le aparece vigente una orden de captura, dentro del proceso penal radicado al No. 660013104002200300266, en el sentido de precisar de que la misma se encuentra cancelada.  Igualmente, se ordenará al Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira que expida una nueva constancia en la que se indique brevemente que el señor José Fernando Mejía Díaz ya no es requerido por el proceso radicado No.660013104002200300266 y que la orden de captura que se expidió en su contra  no está vigente.

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales al habeas data y buen nombre del señor José Fernando Mejía Díaz.

SEGUNDO: ORDENAR al Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, que en el término de las cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación de este fallo, realice los trámites necesarios con el fin de actualizar y corregir la información relacionada con la orden de captura que aparece vigente al señor José Fernando Mejía Díaz, dentro del proceso penal radicado al No.660013104002200300266.

TERCERO: ORDENAR al Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira, que en el término de las cuarenta y ocho (48) horas, contado a partir de la notificación de este fallo, que expida una nueva constancia en la que se indique brevemente que el señor José Fernando Mejía Díaz no es requerido por el proceso radicado No.660013104002200300266 y que la orden de captura que se expidió en su contra  no está vigente.

CUARTO: Desvincular del presente trámite a  la Policía Nacional – Dirección de Investigación Criminal e Interpol DIJIN de Bogotá y Seccional Pereira.
QUINTO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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